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PSIQUIATRÍA / TRASLADO INTERNO A CENTRO MÉDICO ESPECIALIZADO / DETERMINACIÓN DEL OBLIGADO O RESPONSABLE – CONCEDE -En el presente asunto se evidencia que no obstante haberse establecido por parte de una profesional especializada forense del INMLCF que el señor  DANIEL LEONARDO BERRÍO padece de un: “Trastorno adaptativo con síntomas de predominio depresivo, actualmente sin manejo intrahospitalario, con evolución sintomática progresiva […] con alteración importante en sus funciones cognoscitivas y profesión de sus síntomas afectivos que le confieren un importante riesgo de autoagresión […]”, y que tal enfermedad es incompatible con la reclusión formal, su apoderada acudió ante el juez de la causa para lograr su traslado a un centro hospitalario especializado, y no obstante que la decisión proferida en tal sentido fue positiva, la misma no se ha logrado realizar por situaciones de índole administrativo que en sentir de la Corporación no puede ser excusa para incumplir la orden judicial, y mucho más cuando está en juego el derecho fundamental a la salud del interno.

Es claro entonces que frente al no cumplimiento del mandato judicial, se genera la trasgresión del derecho reclamado por la apoderada del señor BERRÍO TABARES, al permanecer privado de su libertad en el establecimiento de reclusión, cuando debería estarlo en un centro hospitalario, amén de una enfermedad mental que pone en riesgo su integridad personal, e incluso, según se afirma por el Instituto de Medicina Legal, su propia vida por la posibilidad de una autoagresión, de todo lo cual surge evidente la urgencia y de la

(…)

De lo anterior se aprecia, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se realice la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC no pierde con ello la condición de principal obligada en velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. 

Ante la circunstancia presentada en este caso singular, donde si bien el señor BERRÍO TABARES está afiliado al régimen contributivo por medio de la EPS SURA, la que en principio debería atender sus requerimientos médicos, la realidad enseña que por el hecho de encontrarse el mismo privado de su libertad a órdenes del INPEC, en cumplimiento de una sentencia judicial, considera la Colegiatura que en aras de otorgarle la atención que reclama, en especial la internación en un centro hospitalario especializado, como así lo dispuso el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), será el Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el que debe suplir tal requerimiento del interno, amén del contrato de fiducia celebrado con la USPEC, para cumplir lo pertinente dentro del ámbito de su competencia, esto es, realizar el control necesario para garantizar la prestación ininterrumpida del servicio que requiere el actor. 

Ahora bien, muy a pesar que en un primer momento por parte del INPEC se trató de acatar la orden judicial al trasladar al interno al HOMERIS, donde no fue recibido por lo ya aludido, es evidente que no podía limitarse única y exclusivamente a la remisión del interno a dicho Hospital Mental, porque ante la situación advertida debió adelantar las diligencias respectivas en otros centros médicos, ya fuera en esta ciudad o incluso en departamentos vecinos -Caldas o Quindío- para lograr el cumplimiento del mandato judicial, máxime cuando lo que está en juego es la vida e integridad personal del accionante, sin que hubiera realizado ninguna otra actividad para alcanzar tal objetivo, o por lo menos de ello nada se acreditó.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderada judicial por el interno DANIEL LEONARDO BERRÍO TABARES en contra del Juzgado Primero Penal del Circuito, el Establecimiento Penitenciario y Carcelario, el Hospital Mental Universitario de Risaralda -en adelante HOMERIS-, todos de esta capital, y la EPS SURA, al considerar vulnerado su derecho fundamental a la salud.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que por intermedio de apoderada aporta el señor BERRÍO TABARES, se puede sintetizar así: (i) fue vinculado a un proceso por homicidio y no obstante la ausencia de responsabilidad se profirió sentencia de condena en su contra, lo cual desencadenó un comportamiento que afectó su salud mental, por lo cual fue valorado en varias oportunidades por psicóloga de la UPPV quien consideró que existía alto riesgo para su salud el permanecer en dicho lugar; (ii) en diciembre 18 de 2017 se le realizó valoración por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal, donde se concluyó que padece un trastorno adaptativo con síntomas de predominio depresivo, con alteración importante en sus funciones cognitivas  y progresión de sus síntomas afectivos que le confieren un importante riesgo de autoagresión, por lo cual le diagnosticó un estado grave por enfermedad o enfermedad muy grave incompatible con la vida en reclusión formal y que el mismo debe recibir tratamiento farmacológico estricto, idealmente en medio hospitalario, con abordaje psicoterapéutico continuado y seguimiento estricto de psiquiatría clínica; (iii) ante tal situación se solicitó la sustitución de la medida intramural por la internación en establecimiento psiquiátrico -HOMERIS-, lo cual acogió el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, por auto de enero 25 de 2018, por lo cual el INPEC dispuso su traslado a dicho centro, pero por parte del Gerente del HOMERIS se informó por oficio de enero 31 de 2018 que no cuentan con la capacidad instalada ni logística para recibir al interno, a raíz de las labores de ampliación y adecuación de sus servicios asistenciales de hospitalización, consulta externa y generales, lo que implica el cierre de la hospitalización para pacientes de larga estancia, como lo es el caso del señor BERRÍO TABARES; (iv) al conocerse que el interno es beneficiario de la EPS SURA, quien tiene convenio con la clínica PSICO, se ofició a dicha entidad para que autorizara allí su internamiento, la cual fue rechazada al no recibirse tal petición, indicándoles que si era del caso solicitara valoración por psiquiatría del Instituto del Sistema Nerviosa, ya que no aceptarían otro diferente, y no obstante que se le realizó tal examen, el psiquiatra de forma irrespetuosa lo cuestionó sobre asuntos del proceso y solo le recetó algunas gotas, sin que decidiera lo fundamental como era su internamiento; (v) por parte de personal del INPEC se tuvo conocimiento que en el HOMERIS, sí han permitido el internamiento de otros internos con menos urgencia; (vi) aunque por oficio de febrero 12 de 2018 se solicitó a la EPS SURA respuesta a lo pedido, no se ha obtenido respuesta; (vii) desde enero 25 de 2018 cuando se autorizó la internación del señor BERRIÓ TABARES, ha permanecido en una celda transitoria, donde entran y salen internos y él continúa sometido a un encierro total, al punto que solicitó al INPEC recibir días de sol; (viii) por el lapso transcurrido es obvio que su salud se encuentra más afectada y perjudicada. y por ello se pidió al Juzgado Primero Penal del Circuito en febrero 27 de 2018 que estudiara la posibilidad de sustituir de manera provisional la ejecución de la pena en su sitio de residencia, lo cual negó por auto de marzo 9 de 2018; y (ix) estima vulnerado el derecho a la salud, pero acá se vislumbra que para el juez prevalece la ejecución de la pena que permitir el traslado a su residencia de forma provisional, hasta tanto exista cupo para su internamiento por HOMERIS o por medio de la EPS SURA.

Pide se proteja su derecho fundamental a la salud y se ordene a las accionadas el inmediato internamiento en una institución psiquiátrica o, en su defecto, el traslado a su lugar de residencia hasta que existe cupo en alguna entidad con miras a proteger su derecho a la salud.

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El despacho corrió traslado de la acción de tutela al Juzgado Primero Penal del Circuito, al Establecimiento Penitenciario y Carcelario, al Hospital Mental Universitario de Risaralda -HOMERIS-, todos con sede en Pereira (Rda.), así como a la EPS SURA, e igualmente se dispuso la vinculación  oficiosa del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, al Ministerio de Salud y a la Unidad de Servicios Penitenciarios -en adelante USPEC-, quienes al respecto así se pronunciaron:
- El Representante Legal del HOMERIS, luego de hacer alusión a cada uno de los puntos esgrimidos por la apoderada del actor y en punto de sus pretensiones, se opuso a las mismas, por cuanto actualmente no cuentan con la infraestructura necesaria para atender a la población de larga estancia, como la dispuesta para el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO, para que cumpla allí la ejecución de la pena impuesta, ya que se surte un plan de contingencia con ocasión de la ampliación y adecuación de los servicios allí prestados que implicará necesariamente próximamente el cierre de parte del área de hospitalización para pacientes como el accionante, los cuales deberán ser remitidos a hospitales especializados en salud mental por fuera del departamento, por lo cual existe una justificación para que se solicitar el cumplimiento de la orden de internación en otra entidad.

Esgrime además que el POS cubre la solicitud que realiza el INMLCF, por lo cual le corresponde a la EPS SURA garantizar su atención, como así está definido en el artículo 14 de la Ley 1122/07 y artículo 63 de la Resolución 5269/07.  Pide  sea desestimada la acción constitucional impetrada.

- El representante legal judicial la EPS SURA, señala que el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO está afiliado en condición de beneficiario y la entidad ha asumido todos los servicios que ha requerido, y para proceder a la internación del mismo en instituciones psiquiátricas debe existir previamente soporte u orden clínica, donde así lo determine su médico tratante y por ende en el momento de contarse con tal documente, se procederá a adelantar los trámites para tal fin.  Considera que en la fecha no obran autorizaciones pendientes, ni solicitudes por contestar, por lo cual existe una carencia actual del objeto al no vulnerarse derechos fundamentales, por lo cual pide que así sea decretado.
- El Juez Primero Penal del Circuito de Pereira, hace alusión a la sentencia proferida en contra del señor DANIEL LEONARDO BERRÍO, la cual se encuentra pendiente de ser resuelta el recurso de apelación en esta misma Corporación, así como a la petición elevada por su apoderada para su remisión al HOMERIS, con ocasión del dictamen de profesional del INMLCF, a lo cual accedió por auto de enero 25 de 2018.  Posteriormente y ante nueva petición de la defensora del sentenciado, para que este fuera trasladado a su residencia, al no haber sido posible su internamiento en el HOMERIS, por auto de marzo 9 de 2018 negó tal solicitud al considerar que se trata de situaciones administrativas que deben ser resueltas por el INPEC quien debe agotar las gestiones necesarias para brindarle al mismo la asistencia médica especializada, sin que pueda limitarse solo a una institución -HOMERIS-. Dispuso oficiar a la EPS SURA para que se apersone del asunto y al Ministerio de Salud para lo pertinente.
Estima que en efecto existe una flagrante vulneración a los derechos fundamentales invocados y los cuales son atribuibles a las entidades que tienen a cargo la obligación de garantizar la atención en los servicios de salud que requiere el interno, que en este caso sería su internación en un centro hospitalario especializado para el tratamiento que necesita.

- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), informa que con ocasión de la decisión del Juzgado Primero Penal del Circuito, donde se dispuso el traslado del interno al HOMERIS, dicho mandato fue cumplido, pero allí se negaron a recibirlo al aducir trabajos locativos que no les permitían prestar el servicio requerido.  Esgrime que el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO actualmente está afiliado a la EPS SURA, como derecho que le asiste, lo que no permite que el mismo sea cubierto por la Fiduprevisora a través del Fondo Nacional de Atención en Salud para las personas privadas de la libertad y así ser ubicado en un centro que tenga cumpla las especificaciones ordenadas por el juzgado.

Frente a la detención del señor BERRÍO TABARES en el área de recepción, señala que no existe ningún otro lugar para estos internos que se hallan de paso, pues al ingresarlo a los patios sería imponerle una detención intramural que no fue ordenada y donde está se le suministra alimentación y cuenta con servicios de baño y sanitario y aunque el establecimiento oficio al Juzgado para que se modificara la medida de seguridad por una prisión domiciliaria, ello fue negado, según informó la apoderada del actor.

- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 –integrado por las sociedades  Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.-, señala que carece de legitimación al no tener competencia alguna frente a la prestación de servicios médicos asistenciales, ya que no se pueden confundir con una EPS o IPS, pues su naturaleza es estar constituida como una fiduciaria, y por ley tales actividades están reservados a esas entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
Frente al caso concreto, expresa que el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO  figura como activo en la EPS SURA  y conforme el Decreto 1142/16 y el contrato de fiducia, se tiene que los recursos de dicho Consorcio están destinados a la contratación de la red prestadora de servicios extramural e intramural para la Población Privada de la Libertad, afiliada al régimen subsidiario del Sistema General de Seguridad Social en Salud y que se hallen en la base censal allegada por el INPEC, y por ende si el interno desea pertenecer a dicho régimen debe desafiliarse del contributivo del que hace parte, por lo cual en la actualidad se encuentran imposibilitados para disponer de dichos recursos, pues de hacerlo así se incurriría en detrimento patrimonial e incurrirían en conductas punibles. Pide se desvincule a dicho Consorcio de la presente acción constitucional.
- Por parte de la Unidad de Servicios Penitenciarios del INPEC, se guardó silencio.

4.- PRUEBAs 
Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en la cuestión puesta en consideración se ha vulnerado el derecho fundamental a la salud del interno DANIEL LEONARDO BERRÍO TABARES, y si es procedente su protección en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo a lo consignado en la tutela, la solicitud de amparo se instauró con el propósito de proteger la garantía constitucional a la salud del interno DANIEL LEONARDO BERRÍO, las cuales estima vulneradas por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad y el HOMERIS, por cuanto no se ha concretado el traslado que fue autorizado por el mencionado despacho judicial para un centro hospitalario especializado con miras a que continúe allí la ejecución de la pena privativa de la libertad que le fuera impuesta, a raíz de padecer una enfermedad grave incompatible con su vida en reclusión, como así lo señaló una profesional especializada del INMLCF.
Lo primero que debe tenerse en consideración es que el afectado es un sujeto de especial protección, pues se trata de una persona que está privada de su libertad y por  ende se encuentra en una especial relación de sujeción con el Estado, en particular con las autoridades legalmente constituidas para dirigir dichos establecimientos, vista la clara situación de subordinación en la que se halla. Al respecto, el máximo Órgano en materia constitucional ha indicado
:

“Esta Corporación ha considerado la salud como un derecho fundamental autónomo con especial énfasis cuando se trata de amparar a sujetos de especial protección como los discapacitados y los reclusos en establecimientos penitenciarios y carcelarios, entre otros. Respecto de la atención en salud de las personas recluidas en estos establecimientos la Ley 65 de 1993, o Código Penitenciario y Carcelario, señala la responsabilidad y obligación estatal de asumir la prestación y atención en salud de toda la población carcelaria y establece las formas bajo las cuales ésta se debe desarrollar. La atención médica debe llevarse a cabo de manera oportuna, adecuada y efectiva, toda vez que el pleno goce del derecho fundamental a la salud de los internos depende de la oportuna y eficiente gestión del Estado en la prestación de la misma”.
En este asunto se observa que el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO fue condenado por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, a una pena de 208 meses de prisión, al haber sido hallado responsable, en primera instancia, de la comisión de una conducta de homicidio, a consecuencia de lo cual se encuentra privado de la libertad.

Así mismo, es claro que ante los quebrantos en su salud mental, por parte de quien representa sus intereses se solicitó al mencionado despacho judicial se autorizara la sustitución de la prisión intramural por una privativa en centro hospitalario especializado, con sustento en el dictamen emitido por perito del INMLCF donde se le diagnosticó un: “Estado Grave por Enfermedad o Enfermedad muy grave incompatible con la vida en reclusión normal” 
. 
En ese sentido obró el señor Juez Primero Penal del Circuito al autorizar el traslado del señor DANIEL LEONARDO BERRÍO a un centro hospitalario especializado para que allí le brinden la atención médica requerida por el interno, sin que tal orden hubiere sido posible de llevarla a cabo por personal del INPEC, ante la negativa del HOMERIS de recibirlo en sus instalaciones, amén de las adecuaciones locativas que actualmente desarrollan y que les impide mantener en el lugar a personas con larga estancia, como lo sería el caso del señor BERRÍO TABARES. 
Ante tal situación, la apoderada del sentenciado solicitó al juzgado la prisión domiciliaria mientras se lograba su ubicación en un centro hospitalario, petición que fue negada por el mencionado despacho.

De igual modo, y como el señor BERRÍO TABARES está afiliado en calidad de beneficiario a la EPS SURA, quien representa sus intereses solicitó a dicha empresa el internamiento en la clínica PSICO con la cual tienen convenio, la que se negó de manera verbal en un primer momento, y aunque posteriormente elevó petición escrita, ninguna respuesta se le ha entregado al respecto.
Si bien es cierto, el hoy accionante se encuentra privado de su libertad, lo que implica que algunos de sus derechos se ven limitados por causa de la sanción penal que le fuera impuesta, otros permanecen incólumes y  es deber del Estado, a raíz de esa relación de especial sujeción que mantiene con el interno, velar por que los mismos sean debidamente garantizados; entre estos, sin lugar a dudas, el derecho fundamental a la salud, como desde otrora lo tiene sentado la Corte Constitucional
.

“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. […]

 

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.

En el presente asunto se evidencia que no obstante haberse establecido por parte de una profesional especializada forense del INMLCF que el señor  DANIEL LEONARDO BERRÍO padece de un: “Trastorno adaptativo con síntomas de predominio depresivo, actualmente sin manejo intrahospitalario, con evolución sintomática progresiva […] con alteración importante en sus funciones cognoscitivas y profesión de sus síntomas afectivos que le confieren un importante riesgo de autoagresión […]”, y que tal enfermedad es incompatible con la reclusión formal, su apoderada acudió ante el juez de la causa para lograr su traslado a un centro hospitalario especializado, y no obstante que la decisión proferida en tal sentido fue positiva, la misma no se ha logrado realizar por situaciones de índole administrativo que en sentir de la Corporación no puede ser excusa para incumplir la orden judicial, y mucho más cuando está en juego el derecho fundamental a la salud del interno.

Es claro entonces que frente al no cumplimiento del mandato judicial, se genera la trasgresión del derecho reclamado por la apoderada del señor BERRÍO TABARES, al permanecer privado de su libertad en el establecimiento de reclusión, cuando debería estarlo en un centro hospitalario, amén de una enfermedad mental que pone en riesgo su integridad personal, e incluso, según se afirma por el Instituto de Medicina Legal, su propia vida por la posibilidad de una autoagresión, de todo lo cual surge evidente la urgencia y de la protección del derecho fundamental a la salud que a su favor se invoca.
Siendo así como en efecto lo es, debe establecer la Sala qué entidades deben ser las encargadas de atender lo reclamado, dado que tanto por parte del INPEC como del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 se indica que la misma debe recaer en cabeza de la EPS SURA, a la que se encuentra afiliado en calidad de beneficiario el señor BERRÍO TABARES, en tanto esta última entidad aduce que hasta tanto se cuente con el dictamen de un psiquiatra adscrito a la EPS no se puede otorgar la internación que se reclama.
Es cierto que el actor está afiliado a la EPS SURA, por lo que en un principio sería un deber de dicha entidad brindar la atención psiquiátrica que el mismo requiere y la internación que así ordene el especialista tratante, según se desprende de lo reglado en el artículo 2.2.1.11.1.1.
 del Decreto 1142 de 2016, al que hizo alusión el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017; no obstante, lo que a la hora de ahora se sabe es que al parecer el señor BERRÍO TABARES ya fue evaluado por un psiquiatra de dicha EPS quien al respecto no se pronunció sobre una eventual internación, como así se señaló en el escrito de tutela, al parecer en contravía de lo dictaminado por el INMLCF y lo cual fue puesto en conocimiento la EPS SURA, amén de la petición que les fue elevada, sin haber dado respuesta alguna.

Frente a la atención en salud de la población privada de la libertad y para efectos de establecer quien tiene la competencia en su prestación, considera la Sala de importancia traer a colación lo que sobre el particular indicó una de las Salas de Tutela de la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia
:

“El artículo 66 de la Ley 1709 de 2014 ordenó al Ministerio de Salud y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- la creación de un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Para ello creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, al que encargó la contratación de la prestación de servicios de salud a todas las personas en tal situación.

En desarrollo de lo anterior, la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC. 

Por su parte, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 expedido por el Gobierno el 24 de noviembre de 2015, establece que en desarrollo de las funciones previstas en el Decreto 4150 de 2011, corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.

En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

En consecuencia, la obligación en cabeza de la USPEC de asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017. Si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones. Así lo ha considerado la jurisprudencia especializada (Cfr. CC T- 127 de 2016)”.

Se tiene de lo anterior que el Gobierno Nacional reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a la población privada de la libertad y creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la Unidad Nacional de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, la cual suscribió el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- para tal efecto. 

De lo anterior se aprecia, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se realice la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC no pierde con ello la condición de principal obligada en velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. 
Ante la circunstancia presentada en este caso singular, donde si bien el señor BERRÍO TABARES está afiliado al régimen contributivo por medio de la EPS SURA, la que en principio debería atender sus requerimientos médicos, la realidad enseña que por el hecho de encontrarse el mismo privado de su libertad a órdenes del INPEC, en cumplimiento de una sentencia judicial, considera la Colegiatura que en aras de otorgarle la atención que reclama, en especial la internación en un centro hospitalario especializado, como así lo dispuso el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), será el Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el que debe suplir tal requerimiento del interno, amén del contrato de fiducia celebrado con la USPEC, para cumplir lo pertinente dentro del ámbito de su competencia, esto es, realizar el control necesario para garantizar la prestación ininterrumpida del servicio que requiere el actor. 

Ahora bien, muy a pesar que en un primer momento por parte del INPEC se trató de acatar la orden judicial al trasladar al interno al HOMERIS, donde no fue recibido por lo ya aludido, es evidente que no podía limitarse única y exclusivamente a la remisión del interno a dicho Hospital Mental, porque ante la situación advertida debió adelantar las diligencias respectivas en otros centros médicos, ya fuera en esta ciudad o incluso en departamentos vecinos -Caldas o Quindío- para lograr el cumplimiento del mandato judicial, máxime cuando lo que está en juego es la vida e integridad personal del accionante, sin que hubiera realizado ninguna otra actividad para alcanzar tal objetivo, o por lo menos de ello nada se acreditó.

Por lo anterior, es forzoso concluir que el derecho fundamental a la salud del interno DANIEL LEONARDO BERRÍO no está siendo atendido en forma adecuada por el Fondo de Atención en Salud PPL 207, la USPEC y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira,  a consecuencia de lo cual procede el amparo que a su favor se invoca.
Se ordenará en consecuencia al Gerente del Fondo de Atención en Salud PPL 2017, a la Gerente de la USPEC y al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, que de manera conjunta, en el ámbito de sus competencias,  y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, procedan a realizar el traslado del señor DANIEL LEONARDO BERRÍO TABARES a un centro médico especializado, ya sea en esta capital o en los departamentos vecinos -Caldas o Quindío-, donde deberá permanecer internado, con las medidas de seguridad pertinentes, para purgar la pena que le fue impuesta. Todo ello conforme lo ordenado en auto de enero 25 de 2018 proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental a la salud del que es titular el señor DANIEL LEONARDO BERRÍO TABARES. 

SEGUNDO: SE ORDENA al Gerente del Fondo de Atención en Salud PPL 2017, a la Gerente de la USPEC y al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira (Rda.), que de manera conjunta, en el ámbito de sus competencias, y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, procedan a realizar el traslado del señor DANIEL LEONARDO BERRÍO TABARES a un centro médico especializado, ya sea en esta capital o en los departamentos vecinos -Caldas o Quindío-, donde deberá permanecer internado, con las medidas de seguridad pertinentes para purgar la pena que le fuera impuesta. Todo ello conforme lo ordenado en auto de enero 25 de 2018, proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-190 de 2013.


� Ver folio 12.


� Sentencia T-535 de 1998.


�Sin embargo la población privada de la libertad que se encuentre afiliada al Régimen Contributivo o a regímenes exceptuados o especiales, conservará su afiliación y la de su grupo familiar mientras continúe cumpliendo con las condiciones establecidas para pertenecer a dichos regímenes en los términos definidos por la ley y sus reglamentos y podrá conservar su vinculación a un Plan Voluntario de Salud. En estos casos, las Entidades Promotoras de Salud - EPS, las entidades que administran los regímenes excepcionales y especiales y la USPEC deberán adoptar los mecanismos financieros y operativos necesarios, para viabilizar lo dispuesto en el presente inciso, respecto de la atención intramural de los servicios de salud de la Población Privada de la libertad a cargo del INPEC."


� CSJ STP, 7 dic. 2017, Rad. 95608.
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